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Concepto No. 5617   

Bogotá, D.C., 6 de agosto de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.:
Revisión constitucional de la Ley 1611 del 2 de enero de 2013, “Por medio de la cual se aprueba el ‘Acuerdo de reconocimiento mutuo de títulos y grados académicos de educación superior universitaria, entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino de España, suscrito en Mar del Plata, Argentina, el 4 de diciembre de 2010”. 
Magistrado Ponente: Dr. JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB               Expediente LAT-410.

Concepto No. 5617
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2, y 278, numeral 5, de la Constitución Política, y 7° del Decreto 2067 de 1991, el Jefe del Ministerio Público procede a rendir concepto en el asunto de la referencia. 
1.
Preliminares
Para cumplir con lo previsto en el artículo 241, numeral 10°, de la Constitución, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República remitió a la Corte Constitucional, el 11 de enero de 2013, copia auténtica de la Ley 1611 del 2 de enero de 2013, que contiene aprobado el instrumento público internacional de la referencia, ante lo cual el Magistrado Ponente, mediante auto de 7 de febrero de 2013, avocó el conocimiento del presente proceso y ordenó la práctica de pruebas encaminadas a establecer los antecedentes del instrumento internacional y de su Ley aprobatoria.

2.
Análisis formal

Por Aprobación Ejecutiva del 9 de julio de 2011, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter el “Acuerdo de reconocimiento mutuo de títulos y grados académicos de educación superior universitaria entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino de España” suscrito en Mar del Plata, Argentina, el 4 de diciembre de 2010, a la consideración del Congreso de la República, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta Política.
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión de que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.
Vistos los documentos que obran en el expediente, se puede establecer que el proyecto de ley radicado con los números 107 de 2011 en el Senado y 141 de 2012 en la Cámara tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue radicado por el Gobierno Nacional  en el Senado de la República el 7 de septiembre de 2011, por medio de las Ministras de Relaciones Exteriores y Educación Nacional. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 665 del 7 de septiembre de 2011. Con estas actuaciones se cumple con los requisitos constitucionales de presentación e inicio del trámite del proyecto (art. 154) y de su publicación antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1).

La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por el Senador Édgar Gómez Román, conforme se desprende de la Gaceta del Congreso No. 139 de 2012. 

El Proyecto fue anunciado el 8 de mayo de 2012, según consta en el Acta número 22 de esa comisión publicada en la Gaceta del Congreso 547 del 23 de agosto de 2012 y fue aprobado el 9 de mayo de 2012, según consta en el Acta No. 23 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 548 de 2012.
Según certificación del Secretario General de la Comisión Segunda del Senado, la proposición final, la omisión de la lectura del articulado, el articulado propuesto, el título del proyecto y el querer que éste tenga segundo debate y se convierta en ley de la República, fueron aprobados conforme al artículo 129 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1° de la Ley 1431 de 2011. En relación con el quórum, el citado funcionario manifestó que quedó integrado por los 13 Senadores que conforman la Comisión Segunda del Senado, algunos de los cuales contestaron la lista al iniciar la sesión y otros se hicieron presentes durante el transcurso de la sesión.

La ponencia positiva para segundo debate en el Senado de la República fue presentada por el Senador Édgar Gómez Román y fue publicada en la Gaceta del Congreso No. 579 de 31 de agosto de 2012.
El Proyecto fue anunciado el 4 de septiembre de 2012, según consta en el Acta de la Sesión Plenaria del Senado de la República No. 12 publicada en la Gaceta del Congreso No. 797 del 9 de noviembre de 2012, en la que se lee: “[P]or instrucciones de la Presidencia y de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión […] Proyecto de ley número 107 de 2011 Senado”. En la parte final del acta se observa “[s]iendo las 6:50 p. m., la Presidencia levanta la sesión y convoca para el día martes 11 de septiembre de 2012, a las 3:00 p. m”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el día 11 de septiembre de 2012 con 92 votos afirmativos, como consta en el Acta de Plenaria No. 13 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 798 de 9 de noviembre de 2012, mediante votación ordinaria conforme al artículo 129 de la Ley 5ª de 1992, según se desprende de lo consignado en esta gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General del Senado de la República el 25 de febrero de 2013.
El texto definitivo del proyecto de ley aprobado en la plenaria del Senado de la República fue publicado en la Gaceta del Congreso 617 del 18 de septiembre de 2012.

La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Iván Darío Sandoval Perilla y aparece publicada en la Gaceta del Congreso 825 del 221 de noviembre de 2012.

El proyecto de ley fue anunciado para primer debate en la sesión del 21 de noviembre de 2012, tal como se observa en el Acta 22 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 222 del 22 de abril de 2013 en la que se lee: “[a]nuncios de proyectos de ley para discusión y aprobación en primer debate, para dar cumplimiento al artículo 8° del Acto Legislativo número 01 de 2003 y estos proyectos van a ser discutidos y votados en la próxima sesión donde se discutan y aprueben proyectos de ley. […] Proyecto de ley número 141 de 2012 Cámara, 107 de 2011 Senado”. En la parte final del Acta aparece que el Presidente de la Comisión dijo: “convocamos para el próximo miércoles 28 de noviembre a las 10 de la mañana”. 
Efectivamente, el Proyecto de ley fue debatido y aprobado por unanimidad en votación ordinaria de acuerdo a la Ley 1431 de 2011, con la presencia de 13 Representantes a la Cámara, en la sesión del 28 de noviembre de 2012, como se anota en la certificación expedida por la Secretaría General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes y se hace constar en el Acta No. 23 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 224 del 22 de abril de 2013. 

La ponencia positiva para segundo debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Iván Darío Sandoval y publicada en la Gaceta del Congreso No. 885 del 5 de diciembre de 2012.
El proyecto fue anunciado en sesión del 12 de diciembre de 2012, según consta en el Acta N° 183 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 221 del 22 de abril de 2013, en la que se lee: “[s]e anuncian proyectos para la Sesión Plenaria del día 13 de diciembre de 2012, de acuerdo al Acto Legislativo número 01 de 2003 o para la siguiente sesión donde se voten y discuten proyectos de ley o proyectos de Acto Legislativo. […] Proyecto de ley número 141 de 2012 Cámara, 107 de 2011 Senado”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el 13 de diciembre de 2012, como consta en el Acta No. 184 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 271 del 10 de mayo de 2013, con la asistencia de 159 Representantes, según se desprende de lo consignado en esta Gaceta y en la certificación expedida el 18 de febrero de 2013 por el Secretario General de la Cámara de Representantes. 

Visto el procedimiento legislativo descrito esta Jefatura concluye que se cumplió con la exigencia constitucional del inciso primero del artículo 160
 y que se le dio cabal cumplimiento al artículo 162 Superior, en donde se señala que “ningún proyecto de ley podrá ser considerado en más de dos legislaturas”.
Por último, se tiene que el 2 de enero de 2013 el Presidente de la República sancionó la Ley 1611 de 2013, por medio de la cual se aprueba el Acuerdo objeto de estudio. Y como consecuencia de ello, el texto de la Ley 1611 de 2013 fue remitido el día 11 de enero de 2013 por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República a la Corte, cumpliendo así el término de 6 días establecido en el artículo 241.10 Superior.

3. Análisis material

Se examina el aspecto material de la Convención anunciada para verificar si se ajusta al orden constitucional que lo ha de acoger.

Es de suma importancia que las naciones contratantes den prioridad al derecho a la educación, implementando políticas que faciliten el enriquecimiento de los conocimientos de sus asociados, con el fin de obtener un desarrollo humano más armonioso y menos discriminado

Este tipo de Convenios benefician a los estudiantes de diversas áreas de la educación superior, al permitirles afianzar sus conocimientos y estar a la vanguardia del progreso que está transformando el contexto mundial. Además de facilitarle herramientas que les permita enfrentar los desafíos del porvenir económico y científico a los individuos, se constituye para los Estados Parte en una vía de progreso para la obtención de ideales de libertad, paz y justicia social.  
Como antecedente del Acuerdo objeto de estudio, es pertinente señalar que constituye desarrollo del Protocolo de Cooperación Educativa y Cultural entre la República de Colombia y el Reino de España, integrante del Tratado General de Cooperación y Amistad, suscritos en Madrid el 29 de octubre de 1992, ratificados por Colombia el 15 de julio de 1994 por la Ley 150, y que fue avalado, en cuanto a su constitucionalidad, por la Corte Constitucional mediante la sentencia No. C-130 de 1995. 

Por otra parte, el Convenio impulsa el intercambio académico mediante mecanismos diseñados para cumplir con las tendencias y exigencias de la globalización, permitiendo el desarrollo de las potencialidades de los estudiantes y el fortalecimiento de las naciones donde ellos ejerzan su profesión. 
Cabe advertir que las cláusulas sustantivas consignadas en el presente instrumento internacional contemplan, de manera conjunta, la convalidación de títulos y grados académicos de educación superior, lo que representa para los colombianos que residen en España y para nuestros nacionales que realizan estudios en dicho país, un beneficio reflejado tanto en el crecimiento intelectual como en el campo laboral en el que van a tener mayores oportunidades.
Así, el Acuerdo consta de una parte introductoria, diez (10) artículos y un anexo, cuyo contenido es el siguiente:

En la parte introductoria las Partes Contratantes expresan su interés de fortalecer los vínculos de amistad existentes entre los dos países y de desarrollar la cooperación en el campo de la educación. 
En el artículo 1º se dispone como objetivo del Acuerdo facilitar el mutuo reconocimiento de títulos y grados académicos de educación superior, siempre y cuando tengan validez oficial en el sistema educativo de cada una de las Partes. 

En el artículo 2º se establece como condición para el reconocimiento de títulos y grados académicos de educación superior que las universidades e instituciones sean reconocidas oficialmente por el gobierno del país emisor. 
En el artículo 3º se prevé la creación de una Comisión Bilateral Técnica encargada de resolver las divergencias que surjan con ocasión del presente Tratado.

En el artículo 4º se indican los efectos del reconocimiento de títulos en el Marco del presente Instrumento.

En el artículo 5º se hace referencia a la prosecución de estudios; señala que cada País Contratante podrá admitir estudios completos en el nivel superior para dicho fin, conforme a su sistema de educación superior, sin la necesidad de existir un reconocimiento previo.

En el artículo 6° se conviene que la actualización o rectificación de la información referente a modificación o cambios producidos en el sistema de educación superior se notificarán por vía diplomática.  

En el artículo 7° se hace alusión a los Convenios entre universidades para el desarrollo de programas oficiales de grado y postgrado conjuntos.

En los artículos 8° a 10 se regula el cumplimiento del Acuerdo y la manera en que se resolverán las controversias que resulten de la interpretación o aplicación del mismo; su entrada en vigor y su duración.  

En el anexo se encuentra la tabla descriptiva de los estudios universitarios, la estructura de los sistemas educativos/régimen de títulos, y la acreditación de títulos y diplomas en España y Colombia.
En consecuencia, como se infiere del contenido normativo del Convenio, al no conferir privilegios ni posiciones dominantes a favor de ninguna de las naciones signatarias, contribuye a la internacionalización de nuestras relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, con respeto al principio de soberanía nacional y a la autodeterminación de los pueblos, conforme lo estipulan los preceptos constitucionales (artículos 9°, 226 y 227). 

El Estado colombiano, de conformidad con el artículo 2 Superior, tiene como fin esencial el de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Carta Fundamental y una forma de desarrollar y cumplir con este mandato constitucional es a través de la celebración de Tratados Internacionales como el que nos ocupa.

De hecho, el Convenio se enmarca dentro del especial tratamiento que da la Constitución a la educación para que los ciudadanos puedan acceder a tal garantía (arts. 27, 67 a 69 C.P.) y a compromisos internacionales adquiridos por Colombia en materia de educación como son los derivados del artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, artículo 26 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y el artículo 12 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.
En el preámbulo del Acuerdo de cooperación es posible identificar como fundamento el objetivo concreto de institucionalizar, a través de la firma del instrumento internacional, la cooperación en el campo educativo a través de mecanismos y procedimientos que permitan una efectiva asistencia mutua, traducida en una vía sostenible e ininterrumpida de desarrollo y compromiso entre los dos Gobiernos.

Por su parte, el contenido del artículo segundo del Convenio referido al reconocimiento de títulos y grados académicos, desarrolla el artículo 26 de nuestro ordenamiento superior, que promulga la libertad que tiene toda persona de elegir profesión u oficio, la facultad que tiene la ley de exigir títulos de idoneidad y la función de inspeccionar y vigilar el ejercicio de las profesiones por parte de las autoridades competentes.

De otro lado, el tratado brinda la posibilidad a los colombianos que decidan ejercer su profesión u oficio en el exterior, que sus títulos y certificaciones expedidas en Colombia sean reconocidos válidamente, situación que favorece el desarrollo de competencias, mejora las perspectivas laborales de las personas y contribuye tanto a la reducción de la tasa de desempleo como al crecimiento económico.
Por lo anterior, considera el Ministerio Público que el contenido del instrumento internacional in examine no vulnera la Constitución Política en su contenido material, por el contrario, sus disposiciones normativas garantizan y desarrollan los principios constitucionales y legales establecidos en nuestro ordenamiento jurídico. 

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD del “Acuerdo de reconocimiento mutuo de títulos y grados académicos de educación superior universitaria, entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino de España’, suscrito en Mar del Plata, Argentina, el 4 de diciembre de 2010”, y de la Ley 1611 del 2 de enero de 2013, por medio de la cual fue aprobado el citado Acuerdo.

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/Yortiz
� ARTICULO 160. Entre el primero y el segundo debate deberá mediar un lapso no inferior a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la iniciación del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días.
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